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ESTE TEMA EN OTRAS MATERIAS
1.7 JUSTICIA, EXTRANJERÍA Y PRISIONES
1.7.1 Introducción
...

También este Capítulo relata las quejas atendidas en materia de Extranjería, con una importante labor 
de asistencia y ayuda para personas que pretenden adecuar su régimen legal de presencia en el territorio 
nacional y disponer de la cobertura necesaria para el normal desempeño de sus actividades laborales, 
familiares o de otra índole. Así mismo, nuestra labor se aproxima a tareas de asesoramiento y apoyo para 
estas personas y sus familias, contando con el entendimiento y buena disposición de las Administraciones 
responsables en materia de extranjería.

...

1.7.2 Análisis de las quejas admitidas a 
trámite
1.7.2.3 Extranjería
1.7.2.3.1. Quejas motivadas en materia de Extranjería
En materia de Extranjería, de los 121 expedientes abiertos durante este año, ha habido un notable 
incremento en las quejas relativas a las autorizaciones iniciales de residencia (60). Esto es debido a 
que desde Almería nos llegaron más de 40 casos sobre archivos de expedientes de arraigo laboral al 
existir una presunta discrepancia con la administración en relación a la prueba aportada para acreditar 
los seis meses de relación laboral. Todas ellas, conforme fueron llegando, las remitimos a la Defensora 
del Pueblo Estatal. 

Según la normativa vigente, podrán acceder a una autorización de residencia de circunstancias excepcionales 
por la vía del arraigo social los extranjeros que acrediten la permanencia continuada en España durante 
un periodo mínimo de dos años, siempre que carezcan de antecedentes penales en España y en su país 
de origen o en el país o países en que hayan residido durante los últimos cinco años, y que demuestren la 
existencia de relaciones laborales cuya duración no sea inferior a seis meses. 

A esto se añade que a los efectos de acreditar la relación laboral y su duración, el interesado deberá 
presentar una resolución judicial que la reconozca o la resolución administrativa confirmatoria del acta de 
infracción de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que la acredite. 

Pues bien, el problema de fondo era no aceptar un documento público como es la vida laboral, como prueba 
de suficiente entidad para entender que se cumplía con el requisito exigido para acceder a la residencia 
por esta vía. Desde la Defensoría del Pueblo de las Cortes Generales tras nuestra comunicación se iniciaron 
las actuaciones oportunas. Hemos recibido comunicación por la que desde la Subdelegación del Gobierno 
en Almería se ha aceptado la Sugerencia que emitió la Defensora del Pueblo procediendo a la retroacción 
de los procedimientos al momento anterior. 

Otro de los temas que más incidencia tienen en cuanto a la gestión son los  expedientes relativos a la 
tramitación de la nacionalidad española (20). Sigue siendo una constante el elevado número de casos que 
versan sobre los retrasos en el estudio de los expedientes de nacionalidad españolas, habiendo atendido 
durante el año a varias personas que llevan incluso más de 5 años de espera.    

De las respuestas que nos hace llegar la Defensora del Pueblo, ante estas quejas que remitimos, podemos 
señalar que según informa la Dirección General de los Registros y del Notariado, de los expedientes recibidos 
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en el año 2015, solo hay una parte digitalizada, (65.000 aproximadamente) y todavía no se había grabado 
ninguno del año 2016. 

Desde la Defensora del Pueblo se ha recordado a la Secretaría de Estado de Justicia que:  “La Administración 
está obligada a dictar resolución expresa en todos los procedimientos y a notificarla cualquiera que sea su forma 
de iniciación. De conformidad con el artículo 41 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, los titulares de las unidades administrativas 
que tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación 
y adoptarán las medidas oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio 
pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, disponiendo lo necesario para 
evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación de procedimientos. Terminando con una sugerencia para 
“Impulsar la tramitación y resolución de la solicitud de nacionalidad por residencia” .

Ahora bien, paradójico cuando menos y no precisamente por retraso es lo que motivó a dirigirnos escrito 
al promotor de la queja 16/1923, quien nos planteaba que para obtener la nacionalidad española se 
le exigía hacer un examen que acreditase su nivel de español. El caso es que estudiaba un grado en 
relaciones laborales en la Universidad de Málaga, considerando que no debía acreditar su nivel mediante 
el examen del Instituto Cervantes. La razón de todo ello es que ya había realizado la prueba de selectividad 
que consideraba suficiente como para acreditar su nivel de conocimiento de la lengua española. Esto nos 
llevó a remitir escrito a la Defensoría del Pueblo Estatal desde donde, como era de esperar, se hizo la 
Recomendación oportuna que aún está a la espera de respuesta.

Y digna también de mención es la queja 16/4370 en la que una reconocida Fundación del ámbito de la 
inmigración nos daba traslado del problema detectado en el procedimiento para el pago de tasas de los 
exámenes obligatorios para obtención de la nacionalidad española. El Instituto Cervantes, encargado 
de organizar y validar las pruebas, daba como única opción la forma de pago por tarjeta de crédito, débito 
o Paypal. 

Atendiendo a lo anterior, las personas que no tuviesen cuenta bancaria, o tarjeta, no podían efectuar el pago 
de la tasa al no existir alternativa alguna. No había posibilidad de pago por ventanilla en entidad bancaria, 
ni cuenta corriente para realizar ingreso. 

De esto dimos traslado al Defensor del Pueblo Estatal desde donde informaron de la Recomendación que 
habían hecho al respecto: 

“Disponer de medios de pago presenciales mediante los correspondientes modelos impresos que puedan satisfacerse 
en una entidad financiera colaboradora de este Instituto Cervantes a fin de realizar el pago de inscripción a las 
pruebas del examen de conocimientos constitucionales y socioculturales de España (CCSE).” 

En materia de visados, en las 10 quejas tramitadas durante 2016, encontramos una casuística muy similar 
a la de otros  años: denegaciones de visados de corta duración por motivos de turismo, tardanza en 
la resolución, denegaciones de visados de reagrupación familiar después de contar con informe 
favorable de la Subdelegación del Gobierno, etc.   

Entrando en lo que serían las renovaciones, en la queja 16/1394 la interesada, titular de una autorización 
de residencia de larga duración por reagrupación familiar, no tenía muy claro si podría renovar caducando 
ésta en fecha próxima. Antes de transcurrir dos años de la misma se divorció por lo que le iniciaron la 
extinción de la autorización. Después de recurrir le mantuvieron la tarjeta pero advirtiéndole que cuando 
le venciera tendría que solicitar una nueva de un año, algo que no tenía mucho sentido.

Tras estudiar el caso, una vez le caducase la autorización de residencia podría solicitar una de larga duración 
rompiendo ya con el vínculo y la dependencia que tuvo en la anterior. Realizamos gestiones con la Oficina 
de Extranjería desde donde nos confirmaron nuestro criterio.

Y fue a principio del periodo estival cuando atendimos en la queja 16/2656 la particular situación en la que se 
encontraba su promotora, de 69 años de edad que padecía una enfermedad coronaria. Era primordial para 
su salud, por el calor en esas fechas, viajar a Marruecos, por lo que necesitaba que su hija dispusiera de 
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la tarjeta lo antes posible ya que viajaría con ella. Ésta que ya había puesto la huella, estaba incapacitada 
con un severo retraso mental y a cargo de su madre de avanzada edad, quien tenía su tutela.

Realizamos gestión con la Oficina de Extranjería desde donde nos informaron qué lote de tarjetas había 
llegado y la fecha aproximada en la que estaría gestionada la de la interesada que logró recoger la tarjeta 
antes de la fecha indicada. 

En otro orden de cosas, intervinimos en la situación por la que atravesaba el interesado de la queja 16/2797. 
Contaba con Sentencia en la que se estimaba su recurso, declarando nula la resolución de la Subdelegación 
del Gobierno en la que se extinguía  su autorización de residencia de larga duración. A pesar de ello 
se encontraba en situación irregular con todo lo que implica eso. Realizamos gestión con la Oficina de 
Extranjería desde donde, tras estudiar el caso, resolvieron la situación, restituyendo al interesado a su 
estado anterior al mismo tiempo que reconocían que se había producido cierto retraso en ello. 

En materia de Asentamientos, siendo el inicio del expediente del año 2015, concretamente la queja 15/1139 
es de obligada mención, por su especial relevancia y la Resolución a la que ha dado lugar en el año 2016. 

Se dirigieron a la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz representantes de la Asociación Pro-Derechos 
Humanos de Huelva, y otros colectivos ciudadanos exponiendo un completo estudio sobre la situación de 
los asentamientos de inmigrantes, diseminados por diversos municipios de Huelva. Habían realizado 
una descripción detallada de la problemática que presentaban estas personas y de las posibles medidas 
de atención y respuesta que, partiendo de sus iniciativas, deberían abordarse desde las Administraciones 
Públicas y el conjunto de la sociedad.

Como resumen de sus peticiones, nos dirigieron una serie de medidas que fueron comentadas con motivo 
de un encuentro de trabajo mantenido con estas entidades. Estas peticiones se concretaron en:

“La situación inhumana e indigna que viven diariamente miles de personas emigrantes en Huelva no puede seguir 
tolerándose y, nuevamente, ante este escenario, la Asociación Pro Derechos Humanos de Andalucía, reclama:

1. La implicación real de todas las administraciones (locales, provinciales, regionales y nacionales) buscando 
soluciones efectivas, duraderas, coordinadas e integrales.

2. La creación de “una mesa intersectorial” en la que la administración, sindicatos, la patronal, las organizaciones 
sociales y los/as propios/as afectados/as se unan para buscar y aportar alternativas beneficiosas para todos/as.

3. La creación de un plan holístico que afronte esta grave situación desde una perspectiva amplia teniendo en 
cuenta todas las dificultades a las que esta población tiene que hacer frente (acceso al trabajo, vivienda, sanidad, 
inserción social, situación documental irregular, etc.). Las administraciones serán las responsables de la puesta 
en marcha de este plan, diseñado y apoyado desde la mesa intersectorial. En este plan se incluirá la puesta en 
marcha de una red de recursos en todas las zonas agrícolas que permitan a los/as trabajadores/as temporeros/
as no verse obligados a vivir en asentamientos que no disponen de ningún tipo de servicios mínimos.

4. Cese inmediato e incondicional de todos los desalojos. La evacuación de un asentamiento sin articular alternativas 
sólo provoca el desplazamiento de las personas que lo habitan que, además, pierden sus pocas pertenencias. 
Este traslado suele producirse a un lugar aún más remoto, mal comunicado y en peores condiciones, es necesario 
reconstruir los chozos y la situación de precariedad se acentúa y agrava.

5. Reforzar y establecer cauces sencillos para garantizar que estas personas puedan ejercer sus derecho a la 
atención sanitaria (física y mental), derecho a la inserción laboral activa y real, derecho a un alojamiento digno 
y derecho a disfrutar de un servicio de orientación jurídico-legal.

6. Garantizar el empadronamiento de todas estas personas en las localidades en las que viven, tal y como establece 
la ley. No poder empadronarse dificulta el ejercicio de muchos otros derechos.

7. Hacer un seguimiento especial a los menores y ex menores tutelados por la Junta de Andalucía y establecer los 
mecanismos que garanticen su protección.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/asentamientos-de-inmigrantes-en-la-provincia-de-huelva-pedimos-un-estudio-de-la-situacion-y-planes
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8. Crear un programa integral de trabajo con la población residente tradicionalmente en la zona y que incida en 
la sensibilización y concienciación social. Sólo así se podrá evitar la exclusión y criminalización de la población 
inmigrante y los peligrosos conatos de racismo que se están produciendo. Y con la población asentada, sensibilizando, 
mediando, trabajando con ellos otras opciones de vida fuera de la chabola.”      

Estudiada dicha comunicación, procedimos a admitirla a trámite como queja ante la Delegación del 
Gobierno, ya que consideramos que, en principio, reunía los requisitos establecidos en la Ley reguladora 
del Defensor del Pueblo Andaluz.

Destacando la condición que ostentaba esa Delegación, como departamento que preside y coordina las 
funciones asignadas al Foro Provincial de la Emigración de Huelva, según regula el  Decreto 202/2005, 
de 27 de septiembre, por el que se crean y regulan los Foros Provinciales de la Inmigración y Decreto 
284/2011, de 4 de octubre, por el que se modifica el Decreto 202/2005, de 27 de septiembre, por el que se 
crean y regulan los Foros Provinciales de la Inmigración. Entendimos, y así lo indicamos, que las peticiones 
y propuestas que se habían elaborado desde estas entidades ciudadanas encontrarían en ese Foro el 
escenario de debate y estudio, así como el cauce para garantizar un abordaje multidisciplinar y coordinado 
gracias a la completa representación de organizaciones y Administraciones relacionadas con las materias 
implicadas en torno al fenómeno migratorio.

En concreto, y sin perjuicio de otras consideraciones que considerasen oportuno remitirnos, nos permitimos 
con fecha 5 de octubre de 2015, remitir escrito a la administración competente. En dicho escrito trasladábamos 
las peticiones de este grupo de asociaciones que fueron concretadas en una reunión celebrada el 24 de 
septiembre de 2015 con representantes de estos colectivos. La queja la respaldaban la Fundación Europea 
para la Cooperación Norte-Sur, ACEEM Huelva Acoge, Cáritas Huelva, APDH-A, CEPAIM y Mujeres en Zonas 
de Conflicto.

Recibimos informe de 20 de mayo de 2016, desde la Delegación del Gobierno, tras ser reiterado de forma 
consecutiva en tres ocasiones.

El informe enumera una serie de vías de actuación de los poderes públicos en torno al fenómeno de la 
llegada de personas de origen extranjero, que acuden a procurar su subsistencia mediante el trabajo en 
las faenas agrícolas que genera la actividad del sector en la campiña de Huelva. Concluye con un resumen 
analítico del fenómeno migratorio en esa provincia.

Tras analizarlo y estudiarlo con detalle se estima procedente con fecha 2 de diciembre de 2016, emitir la 
pertinente Resolución, según establece el artículo 29,1 de la Ley 9/1983, de 1 de Diciembre, reguladora 
del Defensor del Pueblo Andaluz.  

Concluimos indicando que el sentido principal que se ha abordado en esta queja ha sido un aspecto 
organizativo, centrado en la operatividad efectiva de la entidad creada para garantizar la mejor participación 
y diálogo entre las Administraciones Públicas y las iniciativas ciudadanas comprometidas con el grave 
problema social de la inmigración. Nos hemos ocupado del funcionamiento y desempeño del Foro Provincial 
de Inmigración de Huelva ante las peticiones del movimiento asociativo y nos preocupa que no se tomen  
las acciones concretas y específicas que exige esta situación de marginación y exclusión presente en 
numerosos asentamientos donde se muestran, en su peor crudeza, las carencias que presenta la capacidad 
de acogida, integración y atención social de nuestra Comunidad.

A la vista de las Consideraciones, esta Institución acordó dirigir a la Delegación del Gobierno de Huelva, 
en su condición de presidencia del Foro Provincial para la Inmigración, de  las siguientes Resoluciones:

RECOMENDACIÓN 1, a fin de que se potencien las actuaciones del Foro Provincial para la Inmigración de Huelva, 
como entidad interlocutora de diálogo y coordinación de las políticas para la población inmigrante.

RECOMENDACIÓN 2, para que se elabore una memoria anual de actividades del Foro Provincial para la Inmigración 
de Huelva en la que se recoja sus intervenciones, convocatorias, elaboración de programas y proyectos, labores 
de ejecución y evaluación de los desempeños. 
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RECOMENDACIÓN 3, para que se dé traslado a las entidades asociativas y ciudadanas integradas en el Foro, de 
la documentación, planes y programas que permitan su estudio y favorezca sus aportaciones en el marco de las 
funciones de participación para las que han sido invitadas a formar parte en dicha entidad. 

RECOMENDACIÓN 4, para que se realice un informe actualizado y detallado de los asentamientos de inmigrantes 
en el territorio de Huelva como documento previo y necesario para abordar la planificación de respuesta ante 
este grave y endémico problema social. 

SUGERENCIA, para que desde la Delegación del Gobierno se promueva la consecución de las dotaciones 
presupuestarias para atender las necesidades de gasto que se determinen en el conjunto de los Planes o programas 
de atención al colectivo inmigrante de la provincia de Huelva. 

Quedando ya en ese año a la espera de la respuesta que se le pudiese dar a la Resolución.

Y aunque se inició también en el año 2015, concluyendo en el 2016, no tuvimos ocasión antes de comentar 
la queja 15/1307. En ella el representante de una Asociación nos traslada  su disconformidad con la práctica 
habitual de dos Ayuntamiento de su provincia, al pedir como requisito un año de empadronamiento 
previo para expedir, a los ciudadanos extranjeros que lo solicitaban, el informe de arraigo que 
acreditase su integración social.

Atendiendo a la normativa vigente en la materia no constaba un tiempo mínimo exigible de empadronamiento 
en el lugar de residencia desde donde se es competente para elaborar y expedir el citado informe. Nos  
dirigirnos a ambos Ayuntamientos para que nos comunicasen los requisitos que se estaban exigiendo para 
la elaboración del citado informe de arraigo que acredita la integración social de los ciudadanos extranjeros, 
y entre otros si se estaba requiriendo un tiempo mínimo de empadronamiento en el municipio. 

Desde uno de los municipios se nos informó que ya no se exigía tiempo mínimo al respecto, sin embargo 
desde el otro nos indican la existencia del requisito añadido de un año de empadronamiento. Esto nos llevó 
a emitir un pronunciamiento formal como Resolución, según establece el artículo 29.1 de la Ley 9/1983, 
de 1 de Diciembre, reguladora del Defensor del Pueblo Andaluz.

Como ya advertimos atendiendo a la normativa vigente en la materia no constaba un tiempo mínimo 
exigible de empadronamiento en el lugar de residencia desde donde se es competente para elaborar y 
expedir el citado informe. 

A la vista de cuanto antecede, y de conformidad con lo establecido en el artículo 17.2 de la Ley 9/1983, de 
1 de Diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz, se formuló la siguiente RESOLUCIÓN: 

RECOMENDACIÓN de que, por parte de esa Alcaldía, de acuerdo con las atribuciones que le otorga el artículo 
21.1 a) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, en cuanto a la dirección del 
gobierno y la Administración Municipal, se adoptasen las medidas que procedan para dotar al Departamento 
de Inmigración de los medios suficientes que permitiesen dar respuesta a las peticiones de informes de arraigo 
social, e informes requeridos para la reagrupación familiar, solicitados por parte de la ciudadanía, suprimiendo 
el requisito añadido de un año de empadronamiento.“

No habiendo transcurrido un mes de la citada Resolución nos comunicaron desde la corporación local que 
ya no se exigía el polémico requisito del año de empadronamiento, pudiendo celebrar esta Institución el 
cese de actuaciones en la queja.

1.7.2.3.2 Crisis humanitaria de los refugiados
No podemos terminar esta parte del Informe dedicada a Extranjería sin mencionar la grave crisis humanitaria 
que afecta a los solicitantes de asilo y refugio en Europa. Como Institución encargada de velar por el 
respeto y la promoción de los derechos humanos, hemos mostrado y alzado nuestra voz para expresar 
nuestro dolor  ante la pérdida de vidas humanas y  las angustiosas situaciones totalmente inaceptables 
desde un punto de vista humanitario, en las que se encuentran millones de personas que tienen que huir 
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de sus hogares por la guerra y la devastación y hemos solicitado buscar, de manera urgente,  soluciones 
humanitarias en consonancia con la magnitud del problema existente.

Dentro de estas actuaciones podemos señalar: 

1. Apertura de una Queja de Oficio  para conocer la actuación de la Consejería de Justicia e Interior para 
la acogida de refugiados. (Queja 16/0485)

Esta Institución del Defensor del Pueblo Andaluz ha venido prestando desde su puesta en marcha una 
singular atención a los grupos y colectivos sociales especialmente necesitados de las funciones de tutela 
y protección de sus derechos que tiene encomendada este Comisionado del Parlamento de Andalucía. 
En la relación de estos grupos surge, por exigencia propia, el de las personas que se ven obligadas a 
huir de sus respectivos lugares de origen como víctimas de conflictos y situaciones que provocan crisis 
humanitarias y masivos desplazamientos para evitar graves riesgos de hambruna, amenazas sanitarias 
o la muerte. Desde luego aludimos con especial preferencia y atención a los niños y niñas amenazados 
por estas crisis.

Así, con fecha 5 de febrero de 2016, se solicitó informe a la Consejería de Justicia e Interior, por ser el 
departamento al que está adscrita dicha Comisión, en relación con: 

1. Programas o actuaciones que se apliquen desde el ámbito de la Junta de Andalucía en atención a las 
personas desplazadas del conflicto sirio.

2. Acciones preparatorias de colaboración con entidades o asociaciones de apoyo a este colectivo.

3. Preparación y contacto con el resto de las administraciones para disponer los recursos para la acogida 
de este colectivo.

4. Previsiones singulares que estén incluidas en el seno de estas actuaciones destinadas a la población 
menor de edad con sus especiales necesidades sanitarias, educativas, afectivas, y de superación de los 
traumas vividos durante el conflicto y su desplazamiento. 

5. Cualquier otra información o consideración que se estime conveniente sobre el asunto.

Con fecha 10 de marzo de 2016 recibimos informe de cuyo extenso y detallado contenido, deducimos la  
disposición de la Comunidad Autónoma para contribuir, en el ámbito de sus competencias, al proyecto de 
acogida de los flujos de personas que, como refugiadas, accedan al territorio nacional en el marco de las 
decisiones que se adopten desde la Unión Europea.

Más allá de esta cifra, trasladamos que la intención de esta Institución fue conocer y, en su caso, promover las 
actuaciones previas de carácter organizativo que permitieran ofrecer una eficaz predisposición colaboradora 
en esta tarea. A tenor de su información debíamos deducir que las labores de planificación se estaban 
acometiendo y, por tanto, confiamos en Andalucía  como referente de implicación y respuesta ante este 
reto que, como bien afirman, tiene un alcance histórico por la gravedad de la situación creada y el número 
de personas desplazadas que buscan cobijo y ayuda en Europa.

Así pues, tomamos buena cuenta de las medidas desplegadas hasta el momento desde la Consejería, 
prestando la atención preferente a la ejecución de las intervenciones de acogida que fuesen gestionadas 
desde la Administración autonómica.

2. Reunión con  las Asociaciones de atención a refugiados (Marzo 2016).

En el mes de marzo de 2016 nos reunimos con los representantes de las organizaciones que trabajan 
en Andalucía en atención a los refugiados ACCEM, CEAR, CEPAIM y Cruz Roja para analizar el dispositivo 
en Andalucía de ayuda a los refugiados sirios una vez que la UE fije los cupos y España lo acepte.  Dichas 
asociaciones nos  han garantizado que Andalucía “está preparada” para recibir a los refugiados y han 
lamentado la lentitud de la UE en agilizar el proceso para distribuir a los inmigrantes en los países europeos. 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/como-recibiremos-a-los-refugiados-sirios-y-a-los-menores-que-les-acompanan
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/andalucia-esta-preparada-para-acoger-a-los-refugiados-sirios-que-lleguen
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3. Reunión con la periodista María Iglesias y el profesor de Universidad, Carlos Escaño, recién llegados 
de grabar un documental en la isla griega de Lesbos sobre la situación de los refugiados sirios. 

Nos  cuentan la situación de los refugiados sirios en la isla griega de Lesbos. 

4. Reivindicamos el derecho de asilo (Mayo 2016). 

Igualmente El Defensor del Pueblo participa en una mesa redonda celebrada en Tarifa  para analizar la 
situación de los refugiados. En dicha charla abordó la necesidad de dar respuesta de manera coordinada 
y con prontitud a la hora de aplicar la normativa que garantiza el asilo a refugiados. Una petición que 
también expuso recientemente en el encuentro mantenido en Barcelona con otros defensores europeos.

5. Reunión con representantes de las organizaciones sindicales CCOO y UGT y del Tercer Sector 
en la que se ha adherido a la campaña ‘Refugio por derecho’ en apoyo de las personas víctimas 
de la guerra en Siria (Junio 2016). 

El Defensor del Pueblo Andaluz se suma a la campaña “Refugio por derecho” en apoyo a las personas 
refugiadas  (junio 2016). El Defensor destaca la confluencia de la sociedad civil en defensa de la vida de estas 
personas, “una causa de mínimos, en la que no hay color ideológico, sino la causa de esta gente que está 
muriendo” en su intento por alcanzar Europa. “El Mediterráneo se ha comido ya a más de 3.500 personas, 
y la madre con tres hijos prefiere ahogarse a tener que volver”, ha lamentado Jesús Maeztu. 

6. Proposición de creación de una mesa de coordinación para la acogida de los menores refugiados 
(Junio 2016). 

El Defensor del Menor propone la creación de una mesa de coordinación entre las diferentes administraciones 
y colectivos implicados para la acogida e integración de los refugiados sirios y, en especial, en la atención 
que se dispensará a los niños y niñas que llegarán a la comunidad autónoma de Andalucía.

1.7.3 Actuaciones de oficio, Colaboración de 
las Administraciones y Resoluciones
...
• Queja 16/0485 dirigida a la  Viceconsejería de Justicia e Interior, relativa a  Acciones de apoyo y asistencia 
a personas que huyen de conflictos en el exterior.

...

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-reivindica-el-derecho-de-asilo
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-reivindica-el-derecho-de-asilo
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-del-pueblo-andaluz-se-suma-a-la-campana-refugio-por-derecho-en-apoyo-a-las
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-del-pueblo-andaluz-se-suma-a-la-campana-refugio-por-derecho-en-apoyo-a-las
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-del-pueblo-andaluz-se-suma-a-la-campana-refugio-por-derecho-en-apoyo-a-las
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-del-pueblo-andaluz-se-suma-a-la-campana-refugio-por-derecho-en-apoyo-a-las
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-propone-la-creacion-de-una-mesa-de-coordinacion-para-la-acogida-de-los-1
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-propone-la-creacion-de-una-mesa-de-coordinacion-para-la-acogida-de-los-1
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/como-recibiremos-a-los-refugiados-sirios-y-a-los-menores-que-les-acompanan
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1.1 ADMINISTRACIONES PÚBLICAS, 
TRIBUTARIAS Y ORDENACIÓN ECONÓMICA
1.1.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.1.2.2.5 Contratación en el Sector Público
El año pasado realizamos de oficio la queja 16/1087 para trasladar a las entidades integrantes en la 
Administración Local de Andalucía el posicionamiento de la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz 
sobre la inclusión de referencias y cláusulas sociales en los documentos reguladores de la contratación 
administrativa; para lo que formulamos la Resolución que consta en las actuaciones y que sintetizamos 
seguidamente.

En la misma incluíamos nuestras consideraciones sobre la positivación de las cláusulas sociales que se 
habían ido incorporando al Derecho interno por expresa prescripción contenida en las Directivas de la 
Unión Europea y del Derecho derivado de los Tratados Constitutivos. en el Ordenamiento básico estatal 
y en el Régimen Local.

Así en el Ordenamiento básico estatal y en el Régimen Local; sabido es que por expresa prescripción de 
los artículos 2 y 3, del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprobó el Texto 
Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, tanto por el ámbito objetivo como por el ámbito subjetivo 
de aplicación de la referida Disposición Legal, actualmente la misma rige también para los contratos que 
celebren las Entidades Locales y sus organismos dependientes, considerándose a las Entidades que integran 
la Administración Local como formando parte del sector público a efectos de las normas de contratación.

Igualmente debe ser tomado en consideración al respecto el Ordenamiento estatutario autonómico y las 
expresas prevenciones y derechos establecidos en el Estatuto de Autonomía para Andalucía, aprobado 
por la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, en su Título I, que establece además un catálogo de derechos 
sociales y deberes, tendentes a configurar un marco de exclusión de la marginación y discriminación sociales 
(igualdad de género, atención y protección de personas menores, de jóvenes y mayores, prestaciones 
sociales y renta básica, atención y ayudas a personas discapacitadas, garantía del derecho al trabajo, 
promoción pública de viviendas, etc.). 

Estableciendo los objetivos y principios básicos de actuación de la Comunidad Autónoma, como el de superar 
la exclusión social y lograr las mayores cotas de cohesión social, utilizando como medidas instrumentales 
para ello: el sistema de bienestar público; la atención a los colectivos y zonas desfavorecidas (artículo 14 
del Estatuto de Autonomía para Andalucía); estableciendo como principio rector de las políticas públicas la 
atención social a las personas marginadas, excluidas y discriminadas socialmente (artículo 37.7 del mismo). 

Formulando en aquellas actuaciones Sugerencia en el sentido de que por los órganos competentes de 
todas y cada una de las Entidades que integran la Administración local de Andalucía, se llevare a cabo 
la aprobación de directrices y de Pliegos de Clausulas Administrativas Generales, con expresa inclusión 
de cláusulas sociales en la contratación administrativa de tales Entidades y de sus Organismos y Entes 
instrumentales, como medio de promoción de la estabilidad y sostenibilidad económicas, para mejorar 
la calidad de vida de la población, así como para tratar de articular en mayor y mejor medida la cohesión 
social y la igualdad en el ámbito local afectado.

Las numerosas respuestas recibidas hasta la fecha muestran la favorable disposición existente entre las 
entidades locales andaluzas en orden a incluir cláusulas sociales en sus contratos administrativos.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-defensor-del-pueblo-andaluz-promueve-la-inclusion-de-clausulas-sociales-en-la-contratacion
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/resolucion-de-posicionamiento-sobre-la-inclusion-de-clausulas-sociales-en-la-contratacion
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1.3 DEPENDENCIA Y SERVICIOS SOCIALES
1.3.1 Introducción
...

En cuanto a los Servicios Sociales, la nueva Ley de Servicios Sociales en Andalucía, a la que venimos 
efectuando una referencia obligada, ha venido a sustituir a la anterior Ley, vigente desde 1998.

La aprobación de esta Ley reviste una gran importancia pues, pese al esfuerzo realizado en atención social 
y los avances conseguidos en los últimos treinta años, muchas voces, entre ellas la del Defensor del Pueblo 
Andaluz, han venido demandando un nuevo marco jurídico para los servicios sociales en Andalucía, por lo 
que celebramos la aprobación de este texto legal.

La Ley define un sistema integrado, fundamentado en una red de atención primaria, y asegura la responsabilidad 
pública en los aspectos esenciales del Sistema, como la planificación e inspección, la valoración y prescripción 
y, en general, sobre cualquier actuación que suponga ejercicio de autoridad.

El Defensor del Pueblo Andaluz tuvo la oportunidad de expresar su parecer acerca del Proyecto 
de Ley durante su tramitación parlamentaria, por lo que nos remitimos a lo entonces expresado, y 
nos reiteramos en la valoración positiva que nos merece el conjunto de la Ley, destacando especialmente 
algunas cuestiones.

Es destacable, a nuestro juicio, que en el texto final de la Ley, como propuso esta Defensoría, se ha mejorado 
el tratamiento del acceso a los servicios sociales de sectores de población, como los extranjeros no residentes 
en Andalucía, a los que el Proyecto de Ley les reconocía únicamente el derecho a ser atendidos en situación 
de urgencia personal, familiar o social, mientras que la Ley aprobada les reconoce el derecho a acceder a 
las prestaciones que permitan atender tales contingencias de acuerdo con el desarrollo reglamentario y, 
en todo caso, el derecho a los servicios de información, valoración, diagnóstico y orientación tanto en el 
nivel primario como en el especializado.

...

1.9 MENORES
1.9.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.9.2.2 Maltrato a menores
...

En otras ocasiones los problemas derivan de la inexistencia de intérprete que permita traducir las 
manifestaciones del menor o sus familias, de origen extranjero. Es lo que ocurrió en la queja 16/3186 
relativa a un menor paquistaní que no estaba siendo atendido por el equipo de valoración de casos 
de abuso sexual por no disponer de intérprete. Al dar trámite a esta queja la Delegación Territorial de 
la Consejería de Igualdad y Políticas Sociales de Córdoba, una vez constatadas las dificultades del menor 
y sus progenitores con el idioma castellano y, al objeto de facilitar las labores de traducción necesarias 
para poder llevar a cabo la intervención profesional, facilitó la intervención de un mediador Intercultural. 
También facilitó los desplazamientos del menor y su familia a la sede de la Entidad ADIMA en Córdoba. De 
ese modo el mediador-traductor acudió a las sesiones en que fue requerido, y un voluntario de la entidad 
Cruz Roja acompañó a la familia en sus desplazamientos hasta la sede de la Entidad.

...

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-del-pueblo-pide-que-se-aclare-la-configuracion-de-los-derechos-y-garantias-en
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-del-pueblo-pide-que-se-aclare-la-configuracion-de-los-derechos-y-garantias-en
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1.9.2.4 Medidas de protección; acogimiento familiar, 
acogimiento residencial y adopciones
1.9.2.4.1 Acogimiento residencial 
...

De modo similar actuamos en la queja 16/1344 que iniciamos, de oficio, tras conocer por noticias aparecidas 
en distintos medios de comunicación la clausura de un centro de protección en Estepona (Málaga) en 
el cual se venía ejecutando un programa específico para menores inmigrantes no acompañados. En 
el trámite de la queja nos interesamos por la garantía del bienestar e interés superior de los menores que 
allí residían y que habían visto alterada su vida ordinaria y referente de relaciones sociales con el obligado 
traslado a otros recursos residenciales idóneos a sus características.

La Delegación Territorial informó que su actuación vino motivada por los datos que obtuvieron en el 
ejercicio de su función inspectora, como garante del cumplimiento de los requisitos materiales y funcionales 
establecidos en la legislación. Al efectuar una visita de inspección al centro se constató un inadecuado 
mantenimiento de las instalaciones, que evidenciaban un notable deterioro. A lo expuesto se añadía la 
escasez y poca variedad de alimentos almacenados, con incidencia negativa en los menús previstos para 
los menores internos.

Tras detectarse estas graves irregularidades, se procedió al traslado de los menores a otros centros residenciales, 
adecuados a sus características y necesidades, quedando con ello garantizados sus derechos y bienestar.

También hubimos de intervenir en el conflicto generado en el mes de julio en un centro para menores 
inmigrantes en Granada. La Secretaría General de Servicios Sociales nos remitió un informe en que 
detallaban los incidentes (agresiones) producidos al iniciar el traslado de un menor al centro de protección 
del que procedía, en Jerez de la Frontera.

El documento recibido de la Administración destacaba que ante la negativa del menor a llevar a cabo el 
traslado, y como consecuencia del estado de agresividad que presentaba, las personas responsables del centro, 
siguiendo el protocolo establecido, recurrieron en auxilio de la Policía Autonómica y de la Policía Nacional. 
Se pone de relieve que la actitud del menor fue alentada y animada por otros menores, produciéndose 
una serie de incidentes violentos entre éstos y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

Resultado de los altercados, la policía detuvo a diez menores, todos de nacionalidad marroquí, acusados de 
obstrucción y atentado contra la autoridad, lo cuales fueron puestos a disposición de la Fiscalía y Juzgado de 
Menores. Otros dos menores aprovecharon la revuelta para abandonar el centro sin autorización, siendo 
localizados horas después y también derivados a la Fiscalía. 

En julio se celebraron las vistas orales, acordando por el Juzgado de Menores Nº 1 de Granada las medidas 
coercitivas y educativas oportunas, y la medida de internamiento de todos los menores en conflicto en un 
centro de internamiento de menores infractores.

Por otro lado, el informe de la Entidad Pública pone de relieve la apertura de un expediente informativo 
para analizar el suceso y verificar el cumplimiento del protocolo ante situaciones como las acontecidas 
en el centro. También se destaca que se ha identificado una serie de propuestas de mejoras como son 
la separación del menor en conflicto del grupo de iguales para evitar actitudes de apoyo, la estabilización 
del menor antes de intentar llevar a cabo la medida que se pretenda, o la conveniencia de revisar el 
procedimiento de coordinación con otras instituciones.

Analizada la exhaustiva información facilitada, esta Institución comparte el criterio sustentado por la 
Administración respecto de la rápida solución del conflicto, y la adecuada intervención del personal del 
centro de protección, de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y del Servicio del 061. Del mismo 
modo compartimos la valoración que se realiza por la Administración respecto de la eficaz intervención 

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/que-atencion-estan-recibiendo-los-menores-inmigrantes-no-acompanados-tras-el-cierre-de-un-centro-en
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de la Fiscalía de Menores y del Juzgado de Menores y valora positivamente las propuestas de mejora 
(queja 16/3876).

...

1.9.2.6 Menores en situación de especial vulnerabilidad

1.9.2.6.1 Menores posibles víctimas de trata de seres humanos
Dentro de este colectivo se encuentran los menores posibles víctimas de trata de seres humanos. Son 
niños o niñas que, solos o acompañados por quienes afirman ser sus familiares, acuden a las costas en 
busca de un futuro mejor. 

Se trata de un asunto al que esta Defensoría viene prestando una especial atención en los últimos años, lo 
que ha motivado nuestra intervención cuando conocemos de la existencia en Andalucía de estos menores 
y de su posible situación de riesgo. 

Así aconteció tras tener conocimiento por una ONG de la llegada a las costas de Málaga de una chica 
con apariencia de ser menor de edad -aunque alegaba tener 20 años- embarazada de 5 meses. Desde 
su ingreso en una casa de acogida, los profesionales que atendieron a la joven observaron los primeros 
indicios de que pudiera ser víctima de trata. En efecto, procede de una situación de pobreza extrema, 
había comenzado a recibir llamadas telefónicas, recibía directrices por parte de terceras personas que han 
organizado su trayecto migratorio, y había quedado embarazada de un hombre al que conoció en un país 
de tránsito que la había cruzado hasta Marruecos y que posteriormente se ha separado de ella.

Tras iniciar actuaciones con la Entidad Pública pudimos conocer que, finalmente, la menor reconoció ante 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado que era víctima de trata de seres humanos, por lo que se le 
estaba aplicando el régimen previsto en el Protocolo marco de Protección de Víctimas de Trata. Asimismo, 
la menor dio a luz a su bebé, el cual fue declarado en situación de desamparo. (Queja 16/2700). 

Otra intervención con chicas menores de edad sobre las que recaen indicios de que pudieran haber sido 
objeto de trata de seres humanos se realizó, de oficio, tras conocer que una joven había llegado en 
patera a las costas de Almería en septiembre de 2015, junto con otro grupo de personas. A su llegada 
fue entrevistada por Cruz Roja para detectar posibles indicios de ser víctima de trata de seres humanos, 
y tras esta intervención se observaron algunos indicios destacables, plasmados en un informe que fue 
trasladado al Servicio de Protección de Menores de Almería el mismo mes.

Una vez decretada su minoría de edad -para ello hubo de someterse a pruebas médicas radiográficas- 
pasó a ser tutelada por el Ente Público de Protección de Menores, hasta que en febrero de 2016 fue 
trasladada a un centro para jóvenes ex tutelados al considerarse demostrada su mayoría de edad tras 
recibir una partida de nacimiento, enviada por su supuesto padre desde Nigeria, en la que constaba su 
fecha de nacimiento.

Los profesionales de Cruz Roja que atendieron a la joven afirmaban que a través de las entrevistas realizadas 
con ella a su llegada, y de la ofrecida por colaboraciones con el Servicio de Protección de Menores así 
como con el centro para jóvenes extuteladas donde se encontraba, se sospechaba que la chica pudiera 
ser víctima de trata con fines de explotación sexual por parte de alguna red delictiva.

Tras solicitar la colaboración de la Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas Sociales de Almería, 
recibimos información sobre el estado de la joven y de la asistencia social que hubieran podido proporcionarles, 
las cuales se resumen en un intento infructuoso de convencerla para que siguiese residiendo en el centro 
para ex-tutelados y en un control discreto de sus contactos con terceras personas a fin de prevenir, dentro 
del margen permitido por la legalidad, su relación con personas que pudieran perjudicarla. No obstante, 
a pesar de los esfuerzos realizados la joven decidió salir del centro e irse a vivir con su pareja sentimental.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/actuamos-ante-un-posible-caso-de-victima-de-trata-humana
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Tras su salida del centro se mantuvieron reiterados contactos telefónicos con la joven manifestando ésta 
encontrarse bien conviviendo con su pareja, del que refería datos concretos: Ambos estaban indocumentados 
y a la espera de poder tramitar su documentación, él trabaja en el campo de modo ilegal y con sus ingresos 
cubren sus necesidades. Relataba que estaba asistiendo a clases de español y que mantenía contacto 
telefónico fluido con antiguas compañeras del centro de protección.

La Delegación Territorial nos manifestó su convencimiento de que en este caso no se daban las circunstancias 
de trata de seres humanos, encontrándose la chica con parecidas dificultades que las que pudiera tener 
cualquier mujer inmigrante en su misma situación. 

No obstante esta información, decidimos dar traslado de todas nuestras actuaciones al Defensor del 
Pueblo Español para que valore una posible continuidad de las actuaciones ante las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado. (Queja 16/1237). 

1.9.2.6.2 Menores inmigrantes 
Andalucía, por su posición geográfica, clima y configuración socio-económica, es lugar de tránsito de distintas 
rutas de inmigración irregular hacia nuestro país, en ocasiones accediendo las personas emigrantes a la 
Comunidad Autónoma como territorio de paso en su periplo migratorio hacia otro lugar y en otros casos 
como lugar de destino en el que asentarse. Entre esta inmigración irregular se integra la de los menores 
que sin compañía de persona adulta que vele por ellos, los proteja y ampare, realizan el mismo viaje 
migratorio, en ocasiones poniendo incluso en riesgo su vida o integridad física.

Al tratarse de un fenómeno que se repite año a año, con picos de afluencia en los períodos del año más 
propicios para ello, nos venimos interesando por aquellos incidentes destacados que conocemos por los 
medios de comunicación, incoando expedientes de queja tras tener noticia de alguna embarcación localizada 
en las costas de Andalucía con personas inmigrantes menores de edad a bordo -también por cualquier 
otro medio, por precario que fuera, utilizado para dicha finalidad-. Así este año 2016 hemos incoado la 
queja16/0331 y la queja 16/0371.

En tales casos, sin dejar de lado la preocupación de esta Institución por la correcta atención que se ha de 
prestar a aquellas personas inmigrantes que fueran retenidas en aplicación de la legislación de extranjería, 
nos interesamos de modo particular por la situación de desprotección en que pudieran encontrarse 
aquellos inmigrantes menores de edad, que a su condición de inmigrantes en situación irregular unen 
su dependencia de la persona adulta que habría de cumplir con la obligación de cuidarlos y atenderlos 
en sus necesidades.

De sobra es conocido que en muchas ocasiones estos menores afrontan su periplo migratorio a solas, 
sin ningún familiar o persona adulta que vele por ellos. En esta tesitura también se dan casos de menores 
indocumentados o no correctamente identificados, así como de menores que en su periplo migratorio se 
ven sometidos a la presión de redes de trafico de personas con fines ilícitos de explotación laboral o sexual.

Tras incoar los respectivos expedientes de queja, y solicitar información de la correspondiente Delegación 
Territorial, recibimos un informe en que además de aludir al cumplimiento de lo establecido en el Real 
Decreto 557/2011 (Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros 
en España) se citan las actuaciones previstas en el Protocolo Marco sobre determinadas actuaciones en 
relación con los menores extranjeros no acompañados (MENAS).

No obstante, la información de que disponemos es incompleta, y no por falta de colaboración de las 
Delegaciones Territoriales implicadas sino porque en muchas ocasiones no había dado aún tiempo material 
para realizar las actuaciones conducentes a la identificación certera de los menores, acreditación de su 
filiación y circunstancias socio-familiares, y consecuente adopción de las medidas protectores congruentes 
con la situación que resultase acreditada.

Por dicho motivo, con la finalidad de realizar nuestros cometidos de Defensor del Menor de un modo más 
operativo, en este ejercicio hemos iniciado una secuencia de peticiones semestrales de información sobre 
las actuaciones del Ente Público con menores inmigrantes no acompañados, para conocer el número 

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/el-protocolo-ante-un-posible-caso-de-trata-de-persona-permite-esclarecer-los-hechos
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/preguntamos-por-la-atencion-a-los-7-menores-llegados-en-una-patera-a-motril
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/actuamos-de-oficio-ante-la-llegada-de-una-nueva-patera-con-6-menores
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exacto de menores puestos a disposición del Ente Público en ese período en cada una de las provincias de 
Andalucía, de ellos aquellos que hubiesen sido puestos a disposición de sus familias o tutores, y por último 
aquellos que hubiesen sido declarados en desamparo y tutelados por la entidad pública, con indicación 
de la medida de protección adoptada para cada uno de ellos. De estos datos podrán desprenderse en el 
futuro actuaciones concretas referidas a alguno de los menores o bien propuestas generales de actuación 
en el supuesto de detectar cualquier irregularidad o deficiencia susceptible de mejora.

A pesar de la dureza del periplo migratorio, y una vez en nuestro país, la situación de los menores no deja 
ser precaria, tal como acontece en la queja 16/0583 en la que nuestra interlocutora, voluntaria de una ONG, 
reclamaba una intervención urgente en protección de un menor ante la cercanía del cumplimiento 
de su mayoría de edad, hecho que dificultaría en extremo la posibilidad de regularizar su situación y que 
le dejaría en una situación de exclusión social.

El citado menor fue acusado de falsificación del pasaporte que portaba, instruyéndose el correspondiente 
procedimiento judicial. No obstante, el menor siempre había insistido en la veracidad de su minoría de edad 
y recientemente pudo conseguir un certificado de nacimiento de su país de procedencia que acreditaba 
dicha circunstancia. 

Tras recabar información de la Delegación Territorial de Igualdad y Políticas Sociales de Sevilla, conocimos 
que un Juzgado de Instrucción había incoado diligencias previas por un presunto delito de falsificación 
documental, inhibiéndose a continuación y remitiendo el asunto a la Fiscalía de Menores.

En la Delegación Territorial no constaba la firmeza del citado auto judicial como tampoco de la resolución 
del expediente por parte de la Fiscalía. En consecuencia, la Delegación se encontraba a expensas de la 
resolución definitiva de tales procedimientos para actuar conforme a lo dispuesto en la legislación. No 
obstante, y en tanto fuese recibida dicha información el adolescente permanecería acogido en un centro 
de protección de menores.

Pasado el tiempo el joven hubo de abandonar el centro tras alcanzar la mayoría de edad, previendo para 
él un recurso asistencial específico para jóvenes inmigrantes gestionado por una ONG en donde siguieron 
ayudándolo en la obtención de documentación y el tránsito a la vida como persona adulta independiente.

Por su singularidad destacamos las actuaciones realizadas en la queja 16/2741 donde se denuncia la 
grave vulneración de derechos de una chica, de 17 años de edad, quien presuntamente hubiera sido 
secuestrada por su propia familia, de nacionalidad marroquí, y trasladada a aquel país en contra de su 
voluntad, empleando para ello medios violentos.

Tras contactar con la persona que nos dio traslado de la denuncia ésta la ratificó en todos sus extremos y 
añadiendo que la menor desde que nació permaneció acogida -de hecho- por una familia de su localidad, 
siendo así que su familia biológica -marroquí- vivía a unos kilómetros de distancia en otra localidad muy 
cercana. Cómo quiera que la menor mantenía una relación sentimental con un chico de su pueblo, a quien 
rechazaba su familia marroquí, estos familiares decidieron llevársela por la fuerza a Marruecos. Al parecer 
la golpearon y cruzó la frontera bajo amenaza de muerte.

El deseo de la adolescente era regresar al que consideraba su pueblo o al menos eso es lo que manifiesta en 
las conversaciones telefónicas que había tenido con el chico con el que mantenía una relación sentimental. 
Éste había presentado una denuncia en la Guardia Civil y se habrían incoado diligencias, que se añadirían 
a las que ya se venían tramitando. 

Tras admitir la queja y dar traslado de los hechos a la Fiscalía recibimos un informe en el que se señala que 
la menor regresó a España y residía junto con sus padres en distinta Comunidad Autónoma. Tras huir de su 
domicilio los padres denunciaron su desaparición y al ser localizada la menor fue oída en sede de Fiscalía 
de Menores y relató su deseo de no volver con sus padres, siendo entonces derivada a un centro de 
acogida, a donde fue conducida por la guardia civil y donde el Ente Público de Protección de Menores ha 
de velar por su protección e integridad de sus derechos como menor.
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3. OFICINA DE ATENCIÓN CIUDADANA
3.3 Datos estadísticos sobre las consultas
3.3.4 Distribución de consultas atendiendo a las 
materias
3.3.4.7 Procedimientos de extranjería y cuestiones conexas
Como en años anteriores, y debido a la implicación que siempre ha mantenido esta Defensoría con el tema 
de los derechos de las personas extranjeras y la confianza  y el trato que reciben de nuestros técnicos 
en la materia, son muchas las personas  que acuden a nosotros para que le asesoremos respecto de los 
problemas que tienen con su regularización, la falta de respuesta a sus expedientes de nacionalidad, la 
dificultad  de los menores para obtener o renovar su autorización de residencia cuando sus familias no 
disponen de ingresos suficientes o los criterios de las distintas oficinas de Extranjería para denegar sus 
expedientes.  

Esto motiva intervenciones directas por parte de nuestro personal para intentar colaborar en la solución 
de los problemas, sin tener que enviar dichas quejas al Defensor Estatal, habiendose solucionado muchas 
denegaciones de autorizaciones con la conversación y clarificación de los expedientes con la oficina 
de extranjería: denegación de una residencia de larga duración, pese a tener una sentencia a su favor; 
acreditación de tener ingresos suficientes en caso de una autorización de familiar de comunitario; etc.

También mantenemos y queremos aumentar en el año próximo una constante colaboración con entidades 
y asociaciones que solicitan nuestra colaboración para la defensa de los derechos de las personas 
migrantes, habiendo participado el año pasado en una Mesa Redonda sobre “Inmigración y Solidaridad”, 
donde expusimos la posición de la Oficina del Defensor en el tema de Refugiados e Inmigración, y en un 
taller con trabajadores y voluntarios de Sevilla Acoge sobre Seguridad Social y Derechos de los Migrantes. 

En las visitas que realizamos intentamos también contactar con asociaciones que se dedican a la defensa 
de los derechos de los migrantes como ocurrió en la visita a la Axarquía que nos reunimos con Málaga 
Acoge, y con AHIMSA (Centro de Documentación y Educación para la Paz).     

4. QUEJAS NO ADMITIDAS Y SUS CAUSAS 
4.2 De las quejas remitidas a otras 
instituciones similares
4.2.6 Justicia, prisiones, política interior y extranjería
...

Idéntica tramitación ofrecimos para una serie de quejas en materia de Extranjería. Estos asuntos están 
sometidos al conocimiento de las Oficinas adscritas al Ministerio del Interior. Hablamos por ejemplo de una 
pluralidad de quejas remitidas de manera repetida desde una gestoría almeriense en relación con 
la disconformidad a la hora de tramitar expedientes de arraigo por razones laborales. Fueron las quejas 
16/2004 y 16/2005, a las que siguieron otras 45 por el mismo motivo que se elevaron a la institución estatal.

...
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